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No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento prestaciones en casos en los cuales el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita. 

(…)
4. En el asunto bajo estudio no se cumplen tales requisitos, pues la señora Irma del Socorro Gómez Jiménez en la actualidad cuenta con cincuenta y tres años
 y por ende, no supera el rango mínimo para ser considerada persona de la tercera edad, determinado por la jurisprudencia constitucional, de conformidad con el índice de expectativa de vida fijada por el DANE, en setenta y tres años
.

5. La actora tampoco demostró que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, pues aunque alegó que se le ha lesionado su mínimo vital, dejó de acreditar cómo la falta de reconocimiento del porcentaje que resta de la totalidad de la pensión de sobrevivientes y el retroactivo correspondiente afecta su mínimo vital, ya que no probó encontrarse en situación económica tal, que el dinero que actualmente recibe con motivo de la pensión reclamada le impida satisfacer sus necesidades básicas.

Igual sucede con la afirmación relativa a que su estado de salud le impide trabajar, ya que si bien se aportó copia de su historia clínica en la que se consigna el diagnóstico de gonartrosis y dolor neuropático de rodilla derecha y se dan recomendaciones para tratarla
, no se establece que esta patología la incapacite para laborar.

6. Por tanto, como no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar el reconocimiento de las citadas prestaciones, el amparo resulta improcedente. 
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Acta No. 291 del 14 de agosto de 2018

Expediente No. 66001-31-03-002-2018-00538-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la señora Irma del Socorro Gómez Jiménez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 28 de junio último, en la acción de tutela que instauró contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y la Subdirectora de Determinación II de esa entidad y el señor Mateo Aristizábal Jiménez.
ANTECEDENTES

1. Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante Resolución SUB 102063 del 16 de junio de 2017, Colpensiones le reconoció el 50% de la pensión de sobreviviente de su compañero permanente Gabriel López Duque y dejó el otro 50% en reserva a favor de Mateo Aristizábal Jiménez, hasta cuando  acreditara su calidad de beneficiario del primero. En ese mismo acto administrativo se dijo que “los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años incapacitados para trabajar por razon (sic) de sus estudios y si dependian (sic) economicamente (sic) del causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su condición (sic) de estudiantes y cumplan con el minimo (sic) de condiciones academicas (sic) que establezca el Gobierno”.
1.2 Nunca tuvo conocimiento de la existencia de Mateo Aristizábal Jiménez, ni de que este dependiera de su compañero permanente, prueba de lo cual es que durante los seis años en que convivió con él jamás fue visitado por aquel, ni siquiera durante el periodo en que estuvo hospitalizado. Tampoco aparecía como su beneficiario en el régimen de salud.

1.3 Dicho señor parece gozar de una buena condición económica, tal como se observa en las publicaciones que realiza por redes sociales. Sin embargo, en el trámite administrativo asegura carecer de los medios para pagar sus estudios, esto con el fin de despojarla del 50% de la pensión de sobreviviente que ella requiere con suma urgencia ya que es madre cabeza de hogar y desde el año 2014 padece de problemas en su rodilla derecha, por lo que ha sido intervenida en tres ocasiones sin mejoría y requiere un trasplante. A pesar de esa patología y con en aras de compensar en algo la mitad de la pensión que le restan, hacía aseo de viviendas y cuidaba a niños por días, sin embargo debido a su enfermedad no pudo volver a realizar esas laborales. Ha podido sobrevivir con el retroactivo pensional que le concedieron, pero ya se le agotó. Actualmente vive con su hija, quien se encuentra desempleada, y debe pagar por sus estudios $135.000 mensuales. A este gasto se suma el de arriendo por $310.000, alimentación que asciende a $200.000 y $70.000 por concepto de servicios públicos. Como si fuera poco contrató los servicios de un abogado para solicitar el retroactivo pensional y de lo que le reconocieron le pagó a ese profesional el 50%.
1.4 Teniendo en cuenta que aún no se adoptaba decisión alguna respecto del porcentaje pensional que le corresponde a Mateo Aristizábal Jiménez, elevó ante Colpensiones solicitud para que le expidieran copia íntegra del expediente administrativo. Remitidas esas reproducciones evidenció las siguientes inconsistencias: a) si bien la Universidad Libre certificó las calificaciones de las materias cursadas, no lo hizo frente a la horas semanales exigidas por la ley para ser beneficiario de la pensión de sobreviviente; b) del primer semestre de 2015 no se demostraron las 20 horas exigidas y en el segundo de 2016 se dejaron de relacionar. Además Colpensiones ha debido dejar al margen esos documentos pues en ellos aparece la nota que “la informacion (sic) presentada en esta pagina (sic) solo es de consulta y no se considera documento oficial”; c) se dejó constancia relativa a que el citado señor ha cursado la carrera durante el primer periodo del año 2013 al del 2017 y si él manifestó que esos estudios constan de diez semestres, para el segundo semestre de 2017 los finalizó; d) en su registro civil de nacimiento su firma aparece sin huella y no se observa nota marginal sobre sentencia ejecutoriada que ordene la filiación y el cambio de apellidos, tal como lo exige la ley y Colpensiones. Tampoco consta el registro civil “de cuando el señor se hacia (sic) llamar Mateo Lopez (sic) Aristizabal (sic)”; d) se aportó otro registro civil de nacimiento en el que, contrario al anterior, sí se encuentra su huella digital y aparece un espacio de notas que no estaban en el primero, además la certificación de autenticidad del notario aparece sin firma.
1.5 Tomando como referencia que debido a esas inconsistencias Colpensiones le negó a Mateo Aristizábal Jiménez, en reiteradas ocasiones, el reconocimiento del 50% de la pensión y del retroactivo correspondiente, ella solicitó a esa entidad el acrecentamiento de su pensión, el cual fue negado por Resolución SUB104796 de 2018. No obstante, por Resolución DIR 9385 de 2018 le otorgó al citado señor aquel porcentaje, a partir del 15 de mayo de 2015 hasta el 30 de mayo de 2018. En este último acto administrativo se incurrió en varias anomalías ya que allí mismo se ha debido reconocerle el pago del otro 50% desde el 21 de abril de 2014 hasta el 15 de mayo de 2014, al igual que la suma por el primer periodo del año 2015 y el segundo del año 2016, pues según esa entidad durante esos lapsos no se acreditaron el número de horas académicas exigidas.
1.6 Por Resolución SUB 268200 del 24 de noviembre de 2017 la accionada le negó el pago retroactivo pensional desde el 20 de octubre de 2006, fecha en que falleció Gabriel López Duque, circunstancia que considera injusta ya que desde el mes de enero de 2016 empezó a realizar las gestiones para obtener se le concediera su pensión de sobreviviente, pero en razón al tiempo en que se demoró para reconocerle su calidad de compañera permanente, pues mientras tanto se vencía la vigencia de los registros civiles, tuvo que esperar aproximadamente quince meses para obtener su pensión, término en que “se prescribia (sic) y no me lo pagaron”, a pesar que de conformidad con los artículos 151 y 489 del Código Sustantivo del Trabajo “las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años” y que el simple reclamo del trabajador interrumpe el término prescriptivo. Por tanto, la entidad accionado le ha debido reconocer el retroactivo desde el mes de enero de 2013 al 21 de abril de 2014, ya que desde enero de 2016 y hasta abril de 2017 adelantó las gestiones necesarias para recolectar pruebas y documentos.
1.7 La demandada desconoce también el artículo 48 de la Constitución Política que establece que ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal.         
2. Considera lesionados los derechos al mínimo vital, vida digna, igualdad, salud y seguridad social. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones: a) revocar la Resolución DIR 9358 de 2018 y suspender el pago del pago por el 50% de la pensión de sobrevivientes al señor Mateo Aristizábal Jiménez; b) proferir un nuevo acto administrativo por medio del cual se le pague el retroactivo pensional del 100% durante los siguientes periodos: desde el mes de enero de 2013 hasta 21 de abril de 2014, a partir del 21 de abril al 15 de mayo de 2017, desde el 15 de mayo de 2017 al 16 de mayo de 2018 y por el primer semestre de 2015 y el segundo de 2016.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 15 de junio se admitió la acción y se ordenó 
vincular a los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y la Subdirectora de Determinación II de Colpensiones y al señor Mateo Aristizábal Jiménez.
2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El señor Aristizábal Jiménez alegó que: a) la accionante hizo uso de la acción de tutela en razón a que dejó vencer los términos con que contaba para interponer recursos contra el acto administrativo proferido por Colpensiones, en el que le concedieron el porcentaje de la pensión de sobrevivientes de su padre; b) la demanda de tutela es confusa; c) para cuestionar la legalidad de los actos administrativos expedidos por la entidad accionada se debe acudir a la vía ordinaria, máxime cuando en este caso no se demostró un perjuicio irremediable, pues se omitió acreditar que el dolor de rodilla incapacite a la actora para trabajar y que los ingresos económicos que percibe sean insuficientes para suplir sus necesidades básicas; por el contrario, ella recibe el 50% de la citada pensión, se encuentra en edad productiva y está afiliada al régimen de salud; d) la acción de amparo incumple el requisito de la inmediatez ya que la resolución por medio de la cual se reconoció a la actora la pensión de sobrevivientes, en un 50%, se dictó el 16 de junio de 2017; e) frente a los demás hechos de la demanda dijo que: la accionante siempre tuvo conocimiento de su existencia, “era y soy dependiente económico de mis padres” y no se ha emancipado, las fotografías suyas no son indicativas de que sea dueño de los bienes que allí se muestran, son inexistentes las anomalías alegadas, la razón por la cual no era beneficiario de su padre era porque su progenitora fue quien lo afilió a salud. Solicita se declara improcedente el amparo o, en subsidio, se niegue la tutela reclamada.

2.2 El Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones informó que la Resolución DIR 9382 del 16 de mayo de 2018, por medio de la cual se resolvió de fondo la petición, fue debidamente notificada, motivo por el que se agotó la vía gubernativa; la demandante debe acudir a los procedimientos administrativos o judiciales respectivos para ventilar la cuestión y no a la acción de tutela que por ser un medio subsidiario, resulta improcedente para resolver asuntos de naturaleza litigiosa.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 28 de junio último en la que se declaró improcedente el amparo.
Para así decidir, el funcionario de primera instancia consideró que en este caso se incumplen los requisitos de procedencia excepcional de la tutela para obtener el reconocimiento de derechos pensionales, ya que la accionante dejó de acreditar su calidad de madre cabeza de hogar, los quebrantos de salud a que se refiere no la ubican en un estado de grave vulnerabilidad y en este momento percibe su mesada pensional. Además, frente a las decisiones por medio de las cuales se negó el acrecimiento pensional, se reconoció su pensión de sobrevivientes y se resolvió sobre el retroactivo a favor del señor Mateo Aristizábal Jiménez, ningún recurso formuló. Por tanto, no se demostró que la vía ordinaria sea ineficaz para dirimir el conflicto, es decir que se incumple el presupuesto de la subsidiariedad. También el de la inmediatez pero solo respecto al pago del retroactivo pensional por el periodo entre enero de 2013 y el 21 de abril de 2014, sobre lo cual se decidió mediante Resolución SUB 102063 del 16 de junio de 2017, es decir que transcurrió un lapso que excede al razonable.  De otro lado, señaló que las supuestas inconsistencias en el trámite administrativo no fueron puestas en conocimiento de la accionada.
4. Inconforme con el fallo, la accionante lo impugnó. A los argumentos que planteó en la demanda, agregó que este caso sí  reúne los requisitos de procedencia de la acción de tutela porque en la demanda puso en conocimiento las inconsistencias ocurridas en el trámite administrativo, lo cual se puede verificar en los documentos allegados con la demanda. En estos también se corrobora que a pesar de que la prestación se había reconocido desde el 16 de junio de 2017, se vio obligada a adelantar un dispendioso trámite de corrección de su cédula de ciudadanía para obtener su pago, y por tanto, solo fue ingresada en nómina del mes de diciembre, pagadera en el mes de enero de 2018. Así mismo, a la fecha Colpensiones le adeuda unos intereses y con la expectativa del pago del retroactivo pensional matriculó a su hija en el Politécnico Metropolitano de Pereira “y sin esa planta para esa epoca (sic) se imaginara (sic) señor juez los trabajo que he pasado (tengo en mi poder el certificado de estudio, pero se (sic) que a esta instancia no lo pudo aportar, al igual que el pago de los servicios donde vivo, arrendamiento y yo merco… valor de doscientos… pesos”  

Además, sí se cumple el presupuesto de la inmediatez ya que no podía acudir a este trámite cuando se profirió el acto administrativo que le reconoció el 50% de la pensión de sobreviviente y dejó en suspenso el otro 50%, pues debía esperar a que Mateo Aristizábal Jiménez reuniera los documentos necesarios que lo acreditaran como beneficiario de su causante, lo que fue verificado apenas el 16 de mayo de 2018. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la tutela para ordenar a Colpensiones reconocer a la demandante el acrecentamiento de su pensión de sobrevivientes y los retroactivos por los lapsos que cita en la acción de tutela.

3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento prestaciones en casos en los cuales el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita. Así por ejemplo, ha dicho: 

“25. Estas prestaciones, de orden legal, buscan que la persona devengue un ingreso periódico -en el caso de la pensión de vejez- o, en su defecto, un único monto de dinero -en los supuestos de indemnización sustitutiva o de devolución de saldos. La consolidación de estos derechos en cabeza de una persona permite que los sujetos solventen sus necesidades básicas, por haber alcanzado una determinada edad que les dificulta seguir trabajando por razones fisiológicas y generacionales, las cuales terminan por afectar los ingresos que en la juventud podían ser percibidos de forma habitual.
 

A partir de lo anterior, es posible advertir que este tipo de prestaciones suelen ser trascendentales en la vida de las personas que con el paso del tiempo ven disminuidas sus opciones laborales y los ingresos familiares, mientras que las funciones vitales, paulatinamente, se van deteriorando. Sin embargo, ello no implica que sea la jurisdicción de tutela la encargada de resolver por regla general este tipo de controversias frente a las cuales se puede acudir a la jurisdicción ordinaria laboral o la jurisdicción de lo contencioso administrativo, según sea el caso. El carácter residual de la acción de tutela les impide a los jueces pronunciarse sobre estos asuntos cuando, apreciando las circunstancias concretas del accionante, existan recursos judiciales efectivos e idóneos, de conformidad con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.

26. Para resolver si una acción de tutela es procedente frente al reconocimiento de estas prestaciones, la Corte Constitucional ha reiterado que, además de la edad del peticionario, se deben valorar otras circunstancias que justifiquen o no la intervención del juez de tutela…  

…

En la sentencia T-391 de 2013
 esta Corporación declaró procedente una acción de tutela que cuestionaba la negativa del Instituto de Seguros Sociales en reconocer la pensión de vejez en favor de un sujeto de 73 años, quien había sido diligente en interponer las acciones procedentes para el reconocimiento de su prestación. En consecuencia, se indicó que se deben estudiar de fondo las acciones de tutela en los casos en los cuales el titular del derecho sea una persona de la tercera edad o que por su condición económica, física o mental se encuentre en una situación de debilidad manifiesta que permita un tratamiento especial y preferente. Esto, por cuanto los rigores de un proceso judicial podrían resultar disonantes y lesivos a sus garantías fundamentales. Además, se precisó que se debe valorar la actividad administrativa y judicial desplegada por parte del interesado para obtener la prestación solicitada.

 

No obstante, en relación con el tema de la tercera edad se consideró que:

 “(…) la condición de sujeto de la tercera edad no constituye per se razón suficiente para admitir la procedencia de la acción de tutela. En efecto, reiterando lo expuesto por la Corte en distintos pronunciamientos sobre la materia, para que el mecanismo de amparo constitucional pueda desplazar la labor del juez ordinario o contencioso, según se trate, es también necesario acreditar, por una parte, la ocurrencia de un perjuicio irremediable derivado de la amenaza, vulneración o afectación de derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital y la salud; y, por otra, que someterla a la rigurosidad de un proceso judicial común puede resultar aún más gravoso o lesivo de sus derechos fundamentales”.

…
Como criterios relevantes que deben guiar al juez para determinar la procedencia de la acción de tutela en este tipo de controversias, en cada caso se encuentran (i) la edad del accionante y si en razón de ella es posible presumir circunstancias adicionales de vulnerabilidad o se debe flexibilizar el estudio de procedencia, (ii) la existencia de una afectación al mínimo vital y a la vida digna del peticionario o de su núcleo familia, (iii) la actividad administrativa que ha adelantado el accionante para obtener la prestación pensional siempre que ello se encuentre a su alcance, (iv) la calidad de sujeto de especial protección constitucional del eventual beneficiario de la prestación pensional, (v) la negativa caprichosa y arbitraria en reconocer la existencia de un derecho pensional y (vi) las condiciones de salud de los solicitantes
.

 

4. En el asunto bajo estudio no se cumplen tales requisitos, pues la señora Irma del Socorro Gómez Jiménez en la actualidad cuenta con cincuenta y tres años
 y por ende, no supera el rango mínimo para ser considerada persona de la tercera edad, determinado por la jurisprudencia constitucional, de conformidad con el índice de expectativa de vida fijada por el DANE, en setenta y tres años
.

5. La actora tampoco demostró que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, pues aunque alegó que se le ha lesionado su mínimo vital, dejó de acreditar cómo la falta de reconocimiento del porcentaje que resta de la totalidad de la pensión de sobrevivientes y el retroactivo correspondiente afecta su mínimo vital, ya que no probó encontrarse en situación económica tal, que el dinero que actualmente recibe con motivo de la pensión reclamada le impida satisfacer sus necesidades básicas.

Igual sucede con la afirmación relativa a que su estado de salud le impide trabajar, ya que si bien se aportó copia de su historia clínica en la que se consigna el diagnóstico de gonartrosis y dolor neuropático de rodilla derecha y se dan recomendaciones para tratarla
, no se establece que esta patología la incapacite para laborar.

6. Por tanto, como no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar el reconocimiento de las citadas prestaciones, el amparo resulta improcedente. 

7. Se confirmará entonces el fallo de primera instancia.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 28 de junio pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Irma del Socorro Gómez Jiménez contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y la Subdirectora de Determinación II de esa entidad y el señor Mateo Aristizábal Jiménez.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Con aclaración de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Según copia de su cédula de ciudadanía, que obra a folio 9 del cuaderno No. 1, nació el 18 de diciembre de 1965





� “… lo cierto es que en la jurisprudencia de esta Corporación ya se ha definido que son personas de la tercera edad aquellas que superan la expectativa de vida de los colombianos de acuerdo a la estadística fijada por el DANE, la cual corresponde actualmente a los 73.95 años de edad. En ese orden de ideas, solamente cuando se supera esa edad, la acción de tutela puede llegar a ser el mecanismo principal, y no subsidiario pues, en tal caso, la jurisdicción ordinaria efectivamente no resulta ser el medio más eficaz y expedito para la garantía de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.” Sentencia T-204 de 2017, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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� M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
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� “… lo cierto es que en la jurisprudencia de esta Corporación ya se ha definido que son personas de la tercera edad aquellas que superan la expectativa de vida de los colombianos de acuerdo a la estadística fijada por el DANE, la cual corresponde actualmente a los 73.95 años de edad. En ese orden de ideas, solamente cuando se supera esa edad, la acción de tutela puede llegar a ser el mecanismo principal, y no subsidiario pues, en tal caso, la jurisdicción ordinaria efectivamente no resulta ser el medio más eficaz y expedito para la garantía de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.” Sentencia T-204 de 2017, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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